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Declaración sobre la Protección de Todas las Personas contra la Tor-
tura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes 

 
Adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas mediante la resolución 3452 (XXX), de 9 de diciembre de 1975 
 

 

Artículo 1 

1. A los efectos de la presente Declaración, se entenderá por tortura todo acto por el cual un funcionario público, u otra persona a 
instigación suya, inflija intencionalmente a una persona penas o sufrimientos graves, ya sean físicos o mentales, con el fin de 
obtener de ella o de un tercero información o una confesión, de castigarla por un acto que haya cometido o se sospeche que 
ha cometido, o de intimidar a esa persona o a otras. No se considerarán tortura las penas o sufrimientos que sean consecuencia 
únicamente de la privación legítima de la libertad, o sean inherentes o incidentales a ésta, en la medida en que estén en con-
sonancia con las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos. 

2. La tortura constituye una forma agravada y deliberada de trato o pena cruel, inhumano o degradante. 

Artículo 2 
Todo acto de tortura u otro trato o pena cruel, inhumano o degradante constituye una ofensa a la dignidad humana y será conde-
nado como violación de los propósitos de la Carta de las Naciones Unidas y de los derechos humanos y libertades fundamentales 
proclamados en la Declaración Universal de Derechos Humanos. 

Artículo 3 
Ningún Estado permitirá o tolerará la tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. No podrán invocarse circuns-
tancias excepcionales tales como estado de guerra o amenaza de guerra, inestabilidad política interna o cualquier otra emergencia 
pública como justificación de la tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. 

Artículo 4 
Todo Estado tomará, de conformidad con las disposiciones de la presente Declaración, medidas efectivas para impedir que se 
practiquen dentro de su jurisdicción torturas u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. 

Artículo 5 
En el adiestramiento de la policía y otros funcionarios públicos responsables de las personas privadas de su libertad, se asegurará 
que se tenga plenamente en cuenta la prohibición de la tortura y de otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. Esta 
prohibición se incluirá asimismo, en su caso, en las normas o instrucciones generales que se publiquen en relación con los deberes 
y funciones de cualquier encargado de la custodia o trato de dichas personas. 

Artículo 6 
Todo Estado examinará periódicamente los métodos de interrogatorio y las disposiciones para la custodia y trato de las personas 
privadas de su libertad en su territorio, a fin de prevenir todo caso de tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradan-
tes. 
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Artículo 7 
Todo Estado asegurará que todos los actos de tortura definidos en el artículo 1 constituyen delitos conforme a la legislación penal. 
Lo mismo se aplicará a los actos que constituyen participación, complicidad, incitación o tentativa para cometer tortura. 

Artículo 8 
Toda persona que alegue que ha sido sometida a tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, por un funciona-
rio público o a instigación del mismo, tendrá derecho a que su caso sea examinado imparcialmente por las autoridades competen-
tes del Estado interesado. 

Artículo 9 
Siempre que haya motivos razonables para creer que se ha cometido un acto de tortura tal como se define en el artículo 1, las 
autoridades competentes del Estado interesado procederán de oficio y con presteza a una investigación imparcial. 

Artículo 10 
Si de la investigación a que se refieren los artículos 8 ó 9 se llega a la conclusión de que parece haberse cometido un acto de tortura 
tal como se define en el artículo 1, se incoará un procedimiento penal contra el supuesto culpable o culpables de conformidad con 
la legislación nacional. Si se considera fundada una alegación de otras formas de trato o penas crueles, inhumanas o degradantes, el 
supuesto culpable o culpables serán sometidos a procedimientos penales, disciplinarios u otros procedimientos adecuados. 

Artículo 11 
Cuando se demuestre que un acto de tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes han sido cometidos por un 
funcionario público o a instigación de éste, se concederá a la víctima reparación e indemnización, de conformidad con la legislación 
nacional. 

Artículo 12 
Ninguna declaración que se demuestre que ha sido hecha como resultado de tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes podrá ser invocada como prueba contra la persona involucrada ni contra ninguna otra persona en ningún procedi-
miento. 
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Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, In-
humanos o Degradantes 

 
Adoptada y abierta a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General en su resolución A/RES/39/46, de 10 de diciem-
bre de 1984. La Convención entró en vigor el 26 de junio de 1987, de conformidad con el artículo 27. 
 

Los Estados Partes en la presente Convención, 

Considerando que, de conformidad con los principios proclamados en la Carta de las Naciones Unidas, el reconocimiento de los 
derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana es la base de la libertad, la justicia y la paz en el mundo, 

Reconociendo que estos derechos emanan de la dignidad inherente de la persona humana, 

Considerando la obligación que incumbe a los Estados en virtud de la Carta, en particular del Artículo 55, de promover el respeto 
universal y la observancia de los derechos humanos y las libertades fundamentales, 

Teniendo en cuenta el artículo 5 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y el artículo 7 del Pacto Internacional de Dere-
chos Civiles y Políticos, que proclaman que nadie será sometido a tortura ni a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, 

Teniendo en cuenta asimismo la Declaración sobre la Protección de Todas las Personas contra la Tortura y Otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes, aprobada por la Asamblea General el 9 de diciembre de 1975, 

Deseando hacer más eficaz la lucha contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes en todo el mundo, 

Han convenido en lo siguiente: 

Parte I 

Artículo 1 
1. A los efectos de la presente Convención, se entenderá por el término "tortura" todo acto por el cual se inflija intencionadamen-

te a una persona dolores o sufrimientos graves, ya sean físicos o mentales, con el fin de obtener de ella o de un tercero infor-
mación o una confesión, de castigarla por un acto que haya cometido, o se sospeche que ha cometido, o de intimidar o coac-
cionar a esa persona o a otras, o por cualquier razón basada en cualquier tipo de discriminación, cuando dichos dolores o su-
frimientos sean infligidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o 
con su consentimiento o aquiescencia. No se considerarán torturas los dolores o sufrimientos que sean consecuencia única-
mente de sanciones legítimas, o que sean inherentes o incidentales a éstas. 

2. El presente artículo se entenderá sin perjuicio de cualquier instrumento internacional o legislación nacional que contenga o 
pueda contener disposiciones de mayor alcance. 

Artículo 2 
1. Todo Estado Parte tomará medidas legislativas, administrativas, judiciales o de otra índole eficaces para impedir los actos de 

tortura en todo territorio que esté bajo su jurisdicción. 
2. En ningún caso podrán invocarse circunstancias excepcionales tales como estado de guerra o amenaza de guerra, inestabili-

dad política interna o cualquier otra emergencia pública como justificación de la tortura. 
3. No podrá invocarse una orden de un funcionario superior o de una autoridad pública como justificación de la tortura. 
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Artículo 3 
1. Ningún Estado Parte procederá a la expulsión, devolución o extradición de una persona a otro Estado cuando haya razones 

fundadas para creer que estaría en peligro de ser sometida a tortura. 
2. A los efectos de determinar si existen esas razones, las autoridades competentes tendrán en cuenta todas las consideraciones 

pertinentes, inclusive, cuando proceda, la existencia en el Estado de que se trate de un cuadro persistente de violaciones mani-
fiestas, patentes o masivas de los derechos humanos. 

Artículo 4 
1. Todo Estado Parte velará por que todos los actos de tortura constituyan delitos conforme a su legislación penal. Lo mismo se 

aplicará a toda tentativa de cometer tortura y a todo acto de cualquier persona que constituya complicidad o participación en 
la tortura. 

2. Todo Estado Parte castigará esos delitos con penas adecuadas en las que se tenga en cuenta su gravedad. 

Artículo 5 
1. Todo Estado Parte dispondrá lo que sea necesario para instituir su jurisdicción sobre los delitos a que se refiere el artículo 4 en 

los siguientes casos: 
a) Cuando los delitos se cometan en cualquier territorio bajo su jurisdicción o a bordo de una aeronave o un buque matricu-

lados en ese Estado; 
b) Cuando el presunto delincuente sea nacional de ese Estado; 
c) Cuando la víctima sea nacional de ese Estado y éste lo considere apropiado. 

2. Todo Estado Parte tomará asimismo las medidas necesarias para establecer su jurisdicción sobre estos delitos en los casos en 
que el presunto delincuente se halle en cualquier territorio bajo su jurisdicción y dicho Estado no conceda la extradición, con 
arreglo al artículo 8, a ninguno de los Estados previstos en el párrafo 1 del presente artículo. 

3. La presente Convención no excluye ninguna jurisdicción penal ejercida de conformidad con las leyes nacionales. 

Artículo 6 
1. Todo Estado Parte en cuyo territorio se encuentre la persona de la que se supone que ha cometido cualquiera de los delitos a 

que se hace referencia en el artículo 4, si, tras examinar la información de que dispone, considera que las circunstancias lo justi-
fican, procederá a la detención de dicha persona o tomará otras medidas para asegurar su presencia. La detención y demás 
medidas se llevarán a cabo de conformidad con las leyes de tal Estado y se mantendrán solamente por el período que sea ne-
cesario a fin de permitir la iniciación de un procedimiento penal o de extradición. 

2. Tal Estado procederá inmediatamente a una investigación preliminar de los hechos. 
3. La persona detenida de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo tendrá toda clase de facilidades para comunicarse 

inmediatamente con el representante correspondiente del Estado de su nacionalidad que se encuentre más próximo o, si se 
trata de un apátrida, con el representante del Estado en que habitualmente resida. 

4. Cuando un Estado, en virtud del presente artículo, detenga a una persona, notificará inmediatamente tal detención y las 
circunstancias que la justifican a los Estados a que se hace referencia en el párrafo 1 del artículo 5. El Estado que proceda a la 
investigación preliminar prevista en el párrafo 2 del presente artículo comunicará sin dilación sus resultados a los Estados antes 
mencionados e indicará si se propone ejercer su jurisdicción. 

Artículo 7 
1. El Estado Parte en el territorio de cuya jurisdicción sea hallada la persona de la cual se supone que ha cometido cualquiera de 

los delitos a que se hace referencia en el artículo 4, en los supuestos previstos en el artículo 5, si no procede a su extradición, 
someterá el caso a sus autoridades competentes a efectos de enjuiciamiento. 

2. Dichas autoridades tomarán su decisión en las mismas condiciones que las aplicables a cualquier delito de carácter grave, de 
acuerdo con la legislación de tal Estado. En los casos previstos en el párrafo 2 del artículo 5, el nivel de las pruebas necesarias 
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para el enjuiciamiento o inculpación no será en modo alguno menos estricto que el que se aplica en los casos previstos en el 
párrafo 1 del artículo 5. 

3. Toda persona encausada en relación con cualquiera de los delitos mencionados en el artículo 4 recibirá garantías de un trato 
justo en todas las fases del procedimiento. 

Artículo 8 
1. Los delitos a que se hace referencia en el artículo 4 se considerarán incluidos entre los delitos que dan lugar a extradición en 

todo tratado de extradición celebrado entre Estados Partes. Los Estados Partes se comprometen a incluir dichos delitos como 
caso de extradición en todo tratado de extradición que celebren entre sí en el futuro. 

2. Todo Estado Parte que subordine la extradición a la existencia de un tratado, si recibe de otro Estado Parte con el que no tiene 
tratado al respecto una solicitud de extradición, podrá considerar la presente Convención como la base jurídica necesaria para 
la extradición referente a tales delitos. La extradición estará sujeta a las demás condiciones exigibles por el derecho del Estado 
requerido. 

3. Los Estados Partes que no subordinen la extradición a la existencia de un tratado reconocerán dichos delitos como casos de 
extradición entre ellos, a reserva de las condiciones exigidas por el derecho del Estado requerido. 

4. A los fines de la extradición entre Estados Partes, se considerará que los delitos se han cometido, no solamente en el lugar 
donde ocurrieron, sino también en el territorio de los Estados obligados a establecer su jurisdicción de acuerdo con el párrafo 1 
del artículo 5. 

Artículo 9 
1. Los Estados Partes se prestarán todo el auxilio posible en lo que respecta a cualquier procedimiento penal relativo a los delitos 

previstos en el artículo 4, inclusive el suministro de todas las pruebas necesarias para el proceso que obren en su poder. 
2. Los Estados Partes cumplirán las obligaciones que les incumben en virtud del párrafo 1 del presente artículo de conformidad 

con los tratados de auxilio judicial mutuo que existan entre ellos. 

Artículo 10 
1. Todo Estado Parte velará por que se incluyan una educación y una información completas sobre la prohibición de la tortura en 

la formación profesional del personal encargado de la aplicación de la ley, sea éste civil o militar, del personal médico, de los 
funcionarios públicos y otras personas que puedan participar en la custodia, el interrogatorio o el tratamiento de cualquier per-
sona sometida a cualquier forma de arresto, detención o prisión. 

2. Todo Estado Parte incluirá esta prohibición en las normas o instrucciones que se publiquen en relación con los deberes y 
funciones de esas personas. 

Artículo 11 
Todo Estado Parte mantendrá sistemáticamente en examen las normas e instrucciones, métodos y prácticas de interrogatorio, así 
como las disposiciones para la custodia y el tratamiento de las personas sometidas a cualquier forma de arresto, detención o prisión 
en cualquier territorio que esté bajo su jurisdicción, a fin de evitar todo caso de tortura. 

Artículo 12 
Todo Estado Parte velará por que, siempre que haya motivos razonables para creer que dentro de su jurisdicción se ha cometido un 
acto de tortura, las autoridades competentes procedan a una investigación pronta e imparcial. 

Artículo 13 
Todo Estado Parte velará por que toda persona que alegue haber sido sometida a tortura en cualquier territorio bajo su jurisdicción 
tenga derecho a presentar una queja y a que su caso sea pronta e imparcialmente examinado por sus autoridades competentes. Se 
tomarán medidas para asegurar que quien presente la queja y los testigos estén protegidos contra malos tratos o intimidación 
como consecuencia de la queja o del testimonio prestado. 
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Artículo 14 
1. Todo Estado Parte velará por que su legislación garantice a la víctima de un acto de tortura la reparación y el derecho a una 

indemnización justa y adecuada, incluidos los medios para su rehabilitación lo más completa posible. En caso de muerte de la 
víctima como resultado de un acto de tortura, las personas a su cargo tendrán derecho a indemnización. 

2. Nada de lo dispuesto en el presente artículo afectará a cualquier derecho de la víctima o de otra persona a indemnización que 
pueda existir con arreglo a las leyes nacionales. 

Artículo 15 
Todo Estado Parte se asegurará de que ninguna declaración que se demuestre que ha sido hecha como resultado de tortura pueda 
ser invocada como prueba en ningún procedimiento, salvo en contra de una persona acusada de tortura como prueba de que se ha 
formulado la declaración. 

Artículo 16 
1. Todo Estado Parte se comprometerá a prohibir en cualquier territorio bajo su jurisdicción otros actos que constituyan tratos o 

penas crueles, inhumanos o degradantes y que no lleguen a ser tortura tal como se define en el artículo 1, cuando esos actos 
sean cometidos por un funcionario público u otra persona que actúe en el ejercicio de funciones oficiales, o por instigación o 
con el consentimiento o la aquiescencia de tal funcionario o persona. Se aplicarán, en particular, las obligaciones enunciadas 
en los artículos 10, 11, 12 y 13, sustituyendo las referencias a la tortura por referencias a otras formas de tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes. 

2. La presente Convención se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en otros instrumentos internacionales o leyes nacionales 
que prohíban los tratos y las penas crueles, inhumanos o degradantes o que se refieran a la extradición o expulsión. 

PARTE II 

Artículo 17 
1. Se constituirá un Comité contra la Tortura (denominado en lo que sigue el Comité), el cual desempeñará las funciones que se 

señalan más adelante. El Comité estará compuesto de diez expertos de gran integridad moral y reconocida competencia en 
materia de derechos humanos, que ejercerán sus funciones a título personal. Los expertos serán elegidos por los Estados Partes 
teniendo en cuenta una distribución geográfica equitativa y la utilidad de la participación de algunas personas que tengan ex-
periencia jurídica. 

2. Los miembros del Comité serán elegidos en votación secreta de una lista de personas designadas por los Estados Partes. Cada 
uno de los Estados Partes podrá designar una persona entre sus propios nacionales. Los Estados Partes tendrán presente la uti-
lidad de designar personas que sean también miembros del Comité de Derechos Humanos establecido con arreglo al Pacto In-
ternacional de Derechos Civiles y Políticos y que estén dispuestas a prestar servicio en el Comité constituido con arreglo a la 
presente Convención. 

3. Los miembros del Comité serán elegidos en reuniones bienales de los Estados Partes convocadas por el Secretario General de 
las Naciones Unidas. En estas reuniones, para las cuales formarán quórum dos tercios de los Estados Partes, se considerarán 
elegidos para el Comité los candidatos que obtengan el mayor número de votos y la mayoría absoluta de los votos de los re-
presentantes de los Estados Partes presentes y votantes. 

4. La elección inicial se celebrará a más tardar seis meses después de la fecha de entrada en vigor de la presente Convención. Al 
menos cuatro meses antes de la fecha de cada elección, el Secretario General de las Naciones Unidas dirigirá una carta a los Es-
tados Partes invitándoles a que presenten sus candidaturas en un plazo de tres meses. El Secretario General preparará una lista 
por orden alfabético de todas las personas designadas de este modo, indicando los Estados Partes que las han designado, y la 
comunicará a los Estados Partes. 

5. Los miembros del Comité serán elegidos por cuatro años. Podrán ser reelegidos si se presenta de nuevo su candidatura. No 
obstante, el mandato de cinco de los miembros elegidos en la primera elección expirará al cabo de dos años; inmediatamente 
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después de la primera elección, el presidente de la reunión a que se hace referencia en el párrafo 3 del presente artículo desig-
nará por sorteo los nombres de esos cinco miembros. 

6. Si un miembro del Comité muere o renuncia o por cualquier otra causa no puede ya desempeñar sus funciones en el Comité, 
el Estado Parte que presentó su candidatura designará entre sus nacionales a otro experto para que desempeñe sus funciones 
durante el resto de su mandato, a reserva de la aprobación de la mayoría de los Estados Partes. Se considerará otorgada dicha 
aprobación a menos que la mitad o más de los Estados Partes respondan negativamente dentro de un plazo de seis semanas a 
contar del momento en que el Secretario General de las Naciones Unidas les comunique la candidatura propuesta. 

7. Los Estados Partes sufragarán los gastos de los miembros del Comité mientras éstos desempeñen sus funciones. 

Artículo 18 
1. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años. Los miembros de la Mesa podrán ser reelegidos. 
2. El Comité establecerá su propio reglamento, en el cual se dispondrá, entre otras cosas, que: 

a) Seis miembros constituirán quórum; 
b) Las decisiones del Comité se tomarán por mayoría de votos de los miembros presentes. 

3. El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el personal y los servicios necesarios para el desempeño eficaz de 
las funciones del Comité en virtud de la presente Convención. 

4. El Secretario General de las Naciones Unidas convocará la primera reunión del Comité. Después de su primera reunión, el 
Comité se reunirá en las ocasiones que se prevean en su reglamento. 

5. Los Estados Partes serán responsables de los gastos que se efectúen en relación con la celebración de reuniones de los Estados 
Partes y del Comité, incluyendo el reembolso a las Naciones Unidas de cualesquiera gastos, tales como los de personal y los de 
servicios, que hagan las Naciones Unidas conforme al párrafo 3 del presente artículo. 

Artículo 19 
1. Los Estados Partes presentarán al Comité, por conducto del Secretario General de las Naciones Unidas, los informes relativos a 

las medidas que hayan adoptado para dar efectividad a los compromisos que han contraído en virtud de la presente Conven-
ción, dentro del plazo del año siguiente a la entrada en vigor de la Convención en lo que respecta al Estado Parte interesado. A 
partir de entonces, los Estados Partes presentarán informes suplementarios cada cuatro años sobre cualquier nueva disposición 
que se haya adoptado, así como los demás informes que solicite el Comité. 

2. El Secretario General de las Naciones Unidas transmitirá los informes a todos los Estados Partes. 
3. Todo informe será examinado por el Comité, el cual podrá hacer los comentarios generales que considere oportunos y los 

transmitirá al Estado Parte interesado. El Estado Parte podrá responder al Comité con las observaciones que desee formular. 
4. El Comité podrá, a su discreción, tomar la decisión de incluir cualquier comentario que haya formulado de conformidad con el 

párrafo 3 del presente artículo, junto con las observaciones al respecto recibidas del Estado Parte interesado, en su informe 
anual presentado de conformidad con el artículo 24. Si lo solicitara el Estado Parte interesado, el Comité podrá también incluir 
copia del informe presentado en virtud del párrafo 1 del presente artículo. 

Artículo 20 
1. El Comité, si recibe información fiable que a su juicio parezca indicar de forma fundamentada que se practica sistemáticamente 

la tortura en el territorio de un Estado Parte, invitará a ese Estado Parte a cooperar en el examen de la información y a tal fin 
presentar observaciones con respecto a la información de que se trate. 

2. Teniendo en cuenta todas las observaciones que haya presentado el Estado Parte de que se trate, así como cualquier otra 
información pertinente de que disponga, el Comité podrá, si decide que ello está justificado, designar a uno o varios de sus 
miembros para que procedan a una investigación confidencial e informen urgentemente al Comité. 

3. Si se hace una investigación conforme al párrafo 2 del presente artículo, el Comité recabará la cooperación del Estado Parte de 
que se trate, de acuerdo con ese Estado Parte, tal investigación podrá incluir una visita a su territorio. 
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4. Después de examinar las conclusiones presentadas por el miembro o miembros conforme al párrafo 2 del presente artículo, el 
Comité transmitirá las conclusiones al Estado Parte de que se trate, junto con las observaciones o sugerencias que estime per-
tinentes en vista de la situación. 

5. Todas las actuaciones del Comité a las que se hace referencia en los párrafos 1 a 4 del presente artículo serán confidenciales y 
se recabará la cooperación del Estado Parte en todas las etapas de las actuaciones. Cuando se hayan concluido actuaciones re-
lacionadas con una investigación hecha conforme al párrafo 2, el Comité podrá, tras celebrar consultas con el Estado Parte in-
teresado, tomar la decisión de incluir un resumen de los resultados de la investigación en el informe anual que presente con-
forme al artículo 24. 

Artículo 21 
1. Con arreglo al presente artículo, todo Estado Parte en la presente Convención podrá declarar en cualquier momento que 

reconoce la competencia del Comité para recibir y examinar las comunicaciones en que un Estado Parte alegue que otro Esta-
do Parte no cumple las obligaciones que le impone la Convención. Dichas comunicaciones sólo se podrán admitir y examinar 
conforme al procedimiento establecido en este artículo si son presentadas por un Estado Parte que haya hecho una declara-
ción por la cual reconozca con respecto a sí mismo la competencia del Comité. El Comité no tramitará de conformidad con es-
te artículo ninguna comunicación relativa a un Estado Parte que no haya hecho tal declaración. Las comunicaciones recibidas 
en virtud del presente artículo se tramitarán de conformidad con el procedimiento siguiente: 
a) Si un Estado Parte considera que otro Estado Parte no cumple las disposiciones de la presente Convención podrá señalar 

el asunto a la atención de dicho Estado mediante una comunicación escrita. Dentro de un plazo de tres meses, contado 
desde la fecha de recibo de la comunicación, el Estado destinatario proporcionará al Estado que haya enviado la comuni-
cación una explicación o cualquier otra declaración por escrito que aclare el asunto, la cual hará referencia, hasta donde 
sea posible y pertinente, a los procedimientos nacionales y a los recursos adoptados, en trámite o que puedan utilizarse al 
respecto; 

b) Si el asunto no se resuelve a satisfacción de los dos Estados Partes interesados en un plazo de seis meses contado desde la 
fecha en que el Estado destinatario haya recibido la primera comunicación, cualquiera de ambos Estados Partes interesa-
dos tendrá derecho a someterlo al Comité, mediante notificación dirigida al Comité y al otro Estado; 

c) El Comité conocerá de todo asunto que se le someta en virtud del presente artículo después de haberse cerciorado de 
que se ha interpuesto y agotado en tal asunto todos los recursos de la jurisdicción interna de que se pueda disponer, de 
conformidad con los principios del derecho internacional generalmente admitidos. No se aplicará esta regla cuando la 
tramitación de los mencionados recursos se prolongue injustificadamente o no sea probable que mejore realmente la si-
tuación de la persona que sea víctima de la violación de la presente Convención; 

d) El Comité celebrará sus sesiones a puerta cerrada cuando examine las comunicaciones previstas en el presente artículo; 
e) A reserva de las disposiciones del apartado c, el Comité pondrá sus buenos oficios a disposición de los Estados Partes inte-

resados a fin de llegar a una solución amistosa del asunto, fundada en el respeto de las obligaciones establecidas en la 
presente Convención. A tal efecto, el Comité podrá designar, cuando proceda, una comisión especial de conciliación; 

f) En todo asunto que se le someta en virtud del presente artículo, el Comité podrá pedir a los Estados Partes interesados a 
que se hace referencia en el apartado b que faciliten cualquier información pertinente; 

g) Los Estados Partes interesados a que se hace referencia en el apartado b tendrán derecho a estar representados cuando el 
asunto se examine en el Comité y a presentar exposiciones verbalmente o por escrito, o de ambas maneras; 

h) El Comité, dentro de los doce meses siguientes a la fecha de recibo de la notificación mencionada en el apartado b, pre-
sentará un informe en el cual: 

i. Si se ha llegado a una solución con arreglo a lo dispuesto en el apartado e, se limitará a una breve exposición de los 
hechos y de la solución alcanzada; 

ii. Si no se ha llegado a ninguna solución con arreglo a lo dispuesto en el apartado e, se limitará a una breve exposición 
de los hechos y agregará las exposiciones escritas y las actas de las exposiciones verbales que hayan hecho los Esta-
dos Partes interesados. 
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En cada asunto, se enviará el informe a los Estados Partes interesados. 
2. Las disposiciones del presente artículo entrarán en vigor cuando cinco Estados Partes en la presente Convención hayan hecho 

las declaraciones a que se hace referencia en el apartado 1 de este artículo. Tales declaraciones serán depositadas por los Esta-
dos Partes en poder del Secretario General de las Naciones Unidas, quien remitirá copia de las mismas a los demás Estados Par-
tes. Toda declaración podrá retirarse en cualquier momento mediante notificación dirigida al Secretario General. Tal retiro no 
será obstáculo para que se examine cualquier asunto que sea objeto de una comunicación ya transmitida en virtud de este 
artículo; no se admitirá en virtud de este artículo ninguna nueva comunicación de un Estado Parte una vez que el Secretario 
General haya recibido la notificación de retiro de la declaración, a menos que el Estado Parte interesado haya hecho una nueva 
declaración. 

Artículo 22 
1. Todo Estado Parte en la presente Convención podrá declarar en cualquier momento, de conformidad con el presente artículo, 

que reconoce la competencia del Comité para recibir y examinar las comunicaciones enviadas por personas sometidas a su ju-
risdicción, o en su nombre, que aleguen ser víctimas de una violación por un Estado Parte de las disposiciones de la Conven-
ción. El Comité no admitirá ninguna comunicación relativa a un Estado Parte que no haya hecho esa declaración. 

2. El Comité considerará inadmisible toda comunicación recibida de conformidad con el presente artículo que sea anónima, o 
que, a su juicio, constituya un abuso del derecho de presentar dichas comunicaciones, o que sea incompatible con las disposi-
ciones de la presente Convención. 

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 2, el Comité señalará las comunicaciones que se le presenten de conformidad con 
este artículo a la atención del Estado Parte en la presente Convención que haya hecho una declaración conforme al párrafo 1 y 
respecto del cual se alegue que ha violado cualquier disposición de la Convención. Dentro de un plazo de seis meses, el Estado 
destinatario proporcionará al Comité explicaciones o declaraciones por escrito que aclaren el asunto y expongan, en su caso, la 
medida correcta que ese Estado haya adoptado. 

4. El Comité examinará las comunicaciones recibidas de conformidad con el presente artículo, a la luz de toda la información 
puesta a su disposición por la persona de que se trate, o en su nombre, y por el Estado Parte interesado. 

5. El Comité no examinará ninguna comunicación de una persona, presentada de conformidad con este artículo, a menos que se 
haya cerciorado de que: 
a) La misma cuestión no ha sido, ni está siendo, examinada según otro procedimiento de investigación o solución interna-

cional; 
b) La persona ha agotado todos los recursos de la jurisdicción interna de que se pueda disponer; no se aplicará esta regla 

cuando la tramitación de los mencionados recursos se prolongue injustificadamente o no sea probable que mejore real-
mente la situación de la persona que sea víctima de la violación de la presente Convención. 

6. El Comité celebrará sus sesiones a puerta cerrada cuando examine las comunicaciones previstas en el presente artículo. 
7. El Comité comunicará su parecer al Estado Parte interesado y a la persona de que se trate. 
8. Las disposiciones del presente artículo entrarán en vigor cuando cinco Estados Partes en la presente Convención hayan hecho 

las declaraciones a que se hace referencia en el párrafo 1 de este artículo. Tales declaraciones serán depositadas por los Estados 
Partes en poder del Secretario General de las Naciones Unidas, quien remitirá copia de las mismas a los demás Estados Partes. 
Toda declaración podrá retirarse en cualquier momento mediante notificación dirigida al Secretario General. Tal retiro no será 
obstáculo para que se examine cualquier asunto que sea objeto de una comunicación ya transmitida en virtud de este artículo; 
no se admitirá en virtud de este artículo ninguna nueva comunicación de una persona, o hecha en su nombre, una vez que el 
Secretario General haya recibido la notificación de retiro de la declaración, a menos que el Estado Parte interesado haya hecho 
una nueva declaración. 

Artículo 23 
Los miembros del Comité y los miembros de las comisiones especiales de conciliación designados conforme al apartado e del 
párrafo 1 del artículo 21 tendrán derecho a las facilidades, privilegios e inmunidades que se conceden a los expertos que desempe-
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ñan misiones para las Naciones Unidas, con arreglo a lo dispuesto en las secciones pertinentes de la Convención sobre Prerrogativas 
e Inmunidades de las Naciones Unidas. 

Artículo 24 
El Comité presentará un informe anual sobre sus actividades en virtud de la presente Convención a los Estados Partes y a la Asam-
blea General de las Naciones Unidas. 

PARTE III 

Artículo 25 
1. La presente Convención está abierta a la firma de todos los Estados. 
2. La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de ratificación se depositarán en poder del Secretario 

General de las Naciones Unidas. 

Artículo 26 
La presente Convención estará abierta a la adhesión de todos los Estados. La adhesión se efectuará mediante el depósito de un 
instrumento de adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

Artículo 27 
1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que haya sido depositado el vigésimo instru-

mento de ratificación o de adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 
2. Para cada Estado que ratifique la presente Convención o se adhiera a ella después de haber sido depositado el vigésimo 

instrumento de ratificación o de adhesión, la Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado 
haya depositado su instrumento de ratificación o de adhesión. 

Artículo 28 
1. Todo Estado podrá declarar, en el momento de la firma o ratificación de la presente Convención o de la adhesión a ella, que no 

reconoce la competencia del Comité según se establece en el artículo 20. 
2. Todo Estado Parte que haya formulado una reserva de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo podrá dejar sin efecto 

esta reserva en cualquier momento mediante notificación al Secretario General de las Naciones Unidas. 

Artículo 29 
1. Todo Estado Parte en la presente Convención podrá proponer una enmienda y depositarla en poder del Secretario General de 

las Naciones Unidas. El Secretario General de las Naciones Unidas comunicará la enmienda propuesta a los Estados Partes, pi-
diéndoles que le notifiquen si desean que se convoque una conferencia de Estados Partes con el fin de examinar la propuesta y 
someterla a votación. Si dentro de los cuatro meses siguientes a la fecha de esa notificación un tercio al menos de los Estados 
Partes se declara a favor de tal convocatoria, el Secretario General convocará una conferencia con los auspicios de las Naciones 
Unidas. Toda enmienda adoptada por la mayoría de Estados Partes presentes y votantes en la conferencia será sometida por el 
Secretario General a todos los Estados Partes para su aceptación. 

2. Toda enmienda adoptada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo entrará en vigor cuando dos tercios de los 
Estados Partes en la presente Convención hayan notificado al Secretario General de las Naciones Unidas que la han aceptado 
de conformidad con sus respectivos procedimientos constitucionales. 

3. Cuando las enmiendas entren en vigor serán obligatorias para los Estados Partes que las hayan aceptado, en tanto que los 
demás Estados Partes seguirán obligados por las disposiciones de la presente Convención y por las enmiendas anteriores que 
hayan aceptado. 

Artículo 30 
1. Las controversias que surjan entre dos o más Estados Partes con respecto a la interpretación o aplicación de la presente Con-

vención, que no puedan solucionarse mediante negociaciones, se someterán a arbitraje, a petición de uno de ellos. Si en el 
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plazo de seis meses contados a partir de la fecha de presentación de la solicitud de arbitraje las Partes no consiguen ponerse 
de acuerdo sobre la forma del mismo, cualquiera de las Partes podrá someter la controversia a la Corte Internacional de Justi-
cia, mediante una solicitud presentada de conformidad con el Estatuto de la Corte. 

2. Todo Estado, en el momento de la firma o ratificación de la presente Convención o de su adhesión a la misma, podrá declarar 
que no se considera obligado por el párrafo 1 del presente artículo. Los demás Estados Partes no estarán obligados por dicho 
párrafo ante ningún Estado Parte que haya formulado dicha reserva. 

3. Todo Estado Parte que haya formulado la reserva prevista en el párrafo 2 del presente artículo podrá retirarla en cualquier 
momento notificándolo al Secretario General de las Naciones Unidas. 

Artículo 31 
1. Todo Estado Parte podrá denunciar la presente Convención mediante notificación hecha por escrito al Secretario General de 

las Naciones Unidas. La denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que la notificación haya sido recibida por el Se-
cretario General. 

2. Dicha denuncia no eximirá al Estado Parte de las obligaciones que le impone la presente Convención con respecto a toda 
acción u omisión ocurrida antes de la fecha en que haya surtido efecto la denuncia, ni la denuncia entrañará tampoco la sus-
pensión del examen de cualquier asunto que el Comité haya empezado a examinar antes de la fecha en que surta efecto la 
denuncia. 

3. A partir de la fecha en que surta efecto la denuncia de un Estado Parte, el Comité no iniciará el examen de ningún nuevo 
asunto referente a ese Estado. 

Artículo 32 
El Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas y a todos los Estados 
que hayan firmado la presente Convención o se hayan adherido a ella: 
a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones con arreglo a los artículos 25 y 26; 
b) La fecha de entrada en vigor de la presente Convención con arreglo al artículo 27, y la fecha de entrada en vigor de las en-

miendas con arreglo al artículo 29; 
c) Las denuncias con arreglo al artículo 31. 

Artículo 33 
1. La presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, se depositará 

en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 
2. El Secretario General de las Naciones Unidas remitirá copias certificadas de la presente Convención a todos los Estados. 
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Convención interamericana para prevenir y sancionar la tortura 

 
Abierta a la firma y ratificación en Cartagena de Indias (Colombia) el 9 de diciembre de 1985. La Convención entró en vigor el 28 
de febrero de 1987, de conformidad con el artículo 22. 
 

 

Los Estados Americanos signatarios de la presente Convención, 

Conscientes de lo dispuesto en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en el sentido de que nadie debe ser sometido a 
tortura ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes; 

Reafirmando que todo acto de tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes constituyen una ofensa a la digni-
dad humana y una negación de los principios consagrados en la Carta de la Organización de los Estados Americanos y en la Carta 
de las Naciones Unidas y son violatorios de los derechos humanos y libertades fundamentales proclamados en la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en la Declaración Universal de los Derechos Humanos; 

Señalando que, para hacer efectivas las normas pertinentes contenidas en los instrumentos universales y regionales aludidos, es 
necesario elaborar una Convención Interamericana que prevenga y sancione la tortura; 

Reiterando su propósito de consolidar en este continente las condiciones que permitan el reconocimiento y respeto de la dignidad 
inherente a la persona humana y aseguren el ejercicio pleno de sus libertades y derechos fundamentales, 

Han convenido en lo siguiente: 

Artículo 1 
Los Estados partes se obligan a prevenir y a sancionar la tortura en los términos de la presente Convención. 

Artículo 2 
Para los efectos de la presente Convención se entenderá por tortura todo acto realizado intencionalmente por el cual se inflijan a 
una persona penas o sufrimientos físicos o mentales, con fines de investigación criminal, como medio intimidatorio, como castigo 
personal, como medida preventiva, como pena o con cualquier otro fin. Se entenderá también como tortura la aplicación sobre una 
persona de métodos tendientes a anular la personalidad de la víctima o a disminuir su capacidad física o mental, aunque no causen 
dolor físico o angustia psíquica. 

No estarán comprendidos en el concepto de tortura las penas o sufrimientos físicos o mentales que sean únicamente consecuencia 
de medidas legales o inherentes a éstas, siempre que no incluyan la realización de los actos o la aplicación de los métodos a que se 
refiere el presente artículo. 

Artículo 3 
Serán responsables del delito de tortura: 

a) los empleados o funcionarios públicos que actuando en ese carácter ordenen, instiguen, induzcan a su comisión, lo come-
tan directamente o que, pudiendo impedirlo, no lo hagan. 

b) las personas que a instigación de los funcionarios o empleados públicos a que se refiere el inciso a. ordenen, instiguen o 
induzcan a su comisión, lo cometan directamente o sean cómplices. 
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Artículo 4 
El hecho de haber actuado bajo órdenes superiores no eximirá de la responsabilidad penal correspondiente. 

Artículo 5 
No se invocará ni admitirá como justificación del delito de tortura la existencia de circunstancias tales como estado de guerra, 
amenaza de guerra, estado de sitio o de emergencia, conmoción o conflicto interior, suspensión de garantías constitucionales, la 
inestabilidad política interna u otras emergencias o calamidades públicas. 

Ni la peligrosidad del detenido o penado, ni la inseguridad del establecimiento carcelario o penitenciario pueden justificar la tortura. 

Artículo 6 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1, los Estados partes tomarán medidas efectivas para prevenir y sancionar la tortura 
en el ámbito de su jurisdicción. 

Los Estados partes se asegurarán de que todos los actos de tortura y los intentos de cometer tales actos constituyan delitos confor-
me a su derecho penal, estableciendo para castigarlos sanciones severas que tengan en cuenta su gravedad. 

Igualmente, los Estados partes tomarán medidas efectivas para prevenir y sancionar, además, otros tratos o penas crueles, inhuma-
nos o degradantes en el ámbito de su jurisdicción. 

Artículo 7 
Los Estados partes tomarán medidas para que, en el adiestramiento de agentes de la policía y de otros funcionarios públicos res-
ponsables de la custodia de las personas privadas de su libertad, provisional o definitivamente, en los interrogatorios, detenciones o 
arrestos, se ponga especial énfasis en la prohibición del empleo de la tortura. 

Igualmente, los Estados partes tomarán medidas similares para evitar otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. 

Artículo 8 
Los Estados partes garantizarán a toda persona que denuncie haber sido sometida a tortura en el ámbito de su jurisdicción el 
derecho a que el caso sea examinado imparcialmente. 

Asimismo, cuando exista denuncia o razón fundada para creer que se ha cometido un acto de tortura en el ámbito de su jurisdic-
ción, los Estados partes garantizarán que sus respectivas autoridades procederán de oficio y de inmediato a realizar una investiga-
ción sobre el caso y a iniciar, cuando corresponda, el respectivo proceso penal. 

Una vez agotado el ordenamiento jurídico interno del respectivo Estado y los recursos que éste prevé, el caso podrá ser sometido a 
instancias internacionales cuya competencia haya sido aceptada por ese Estado. 

Artículo 9 
Los Estados partes se comprometen a incorporar en sus legislaciones nacionales normas que garanticen una compensación ade-
cuada para las víctimas del delito de tortura. 

Nada de lo dispuesto en este artículo afectará el derecho que puedan tener la víctima u otras personas de recibir compensación en 
virtud de legislación nacional existente. 

Artículo 10 
Ninguna declaración que se compruebe haber sido obtenida mediante tortura podrá ser admitida como medio de prueba en un 
proceso, salvo en el que se siga contra la persona o personas acusadas de haberla obtenido mediante actos de tortura y únicamente 
como prueba de que por ese medio el acusado obtuvo tal declaración. 
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Artículo 11 
Los Estados partes tomarán las providencias necesarias para conceder la extradición de toda persona acusada de haber cometido el 
delito de tortura o condenada por la comisión de ese delito, de conformidad con sus respectivas legislaciones nacionales sobre 
extradición y sus obligaciones internacionales en esta materia. 

Artículo 12 
Todo Estado parte tomará las medidas necesarias para establecer su jurisdicción sobre el delito descrito en la presente Convención 
en los siguientes casos: 

a) cuando la tortura haya sido cometida en el ámbito de su jurisdicción; 
b) cuando el presunto delincuente tenga su nacionalidad; o 
c) cuando la víctima sea nacional de ese Estado y éste lo considere apropiado. 

Todo Estado parte tomará, además, las medidas necesarias para establecer su jurisdicción sobre el delito descrito en la presente 
Convención cuando el presunto delincuente se encuentre en el ámbito de su jurisdicción y no proceda a extraditarlo de conformi-
dad con el artículo 11. 

La presente Convención no excluye la jurisdicción penal ejercida de conformidad con el derecho interno. 

Artículo 13 
El delito a que se hace referencia en el artículo 2 se considerará incluido entre los delitos que dan lugar a extradición en todo 
tratado de extradición celebrado entre Estados partes. Los Estados partes se comprometen a incluir el delito de tortura como caso 
de extradición en todo tratado de extradición que celebren entre sí en el futuro. 

Todo Estado parte que subordine la extradición a la existencia de un tratado podrá, si recibe de otro Estado parte con el que no 
tiene tratado una solicitud de extradición, considerar la presente Convención como la base jurídica necesaria para la extradición 
referente al delito de tortura. La extradición estará sujeta a las demás condiciones exigibles por el derecho del Estado requerido. 

Los Estados partes que no subordinen la extradición a la existencia de un tratado reconocerán dichos delitos como casos de extra-
dición entre ellos, a reserva de las condiciones exigidas por el derecho del Estado requerido. 

No se concederá la extradición ni se procederá a la devolución de la persona requerida cuando haya presunción fundada de que 
corre peligro su vida, de que será sometido a tortura, tratos crueles, inhumanos o degradantes o de que será juzgada por tribunales 
de excepción o ad hoc en el Estado requirente. 

Artículo 14 
Cuando un Estado parte no conceda la extradición, someterá el caso a sus autoridades competentes como si el delito se hubiera 
cometido en el ámbito de su jurisdicción, para efectos de investigación y, cuando corresponda, de proceso penal, de conformidad 
con su legislación nacional. La decisión que adopten dichas autoridades será comunicada al Estado que haya solicitado la extradi-
ción. 

Artículo 15 
Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá ser interpretado como limitación del derecho de asilo, cuando proceda, ni 
como modificación a las obligaciones de los Estados partes en materia de extradición. 

Artículo 16 
La presente Convención deja a salvo lo dispuesto por la Convención Americana sobre Derechos Humanos, por otras convenciones 
sobre la materia y por el Estatuto de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos respecto del delito de tortura. 
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Artículo 17 
Los Estados partes se comprometen a informar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos acerca de las medidas legislati-
vas, judiciales, administrativas y de otro orden que hayan adoptado en aplicación de la presente Convención. 

De conformidad con sus atribuciones, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos procurará analizar, en su informe anual, la 
situación que prevalezca en los Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos en lo que respecta a la prevención 
y supresión de la tortura. 

Artículo 18 
La presente Convención está abierta a la firma de los Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos. 

Artículo 19 
La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de ratificación se depositarán en la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos. 

Artículo 20 
La presente Convención queda abierta a la adhesión de cualquier otro Estado americano. Los instrumentos de adhesión se deposi-
tarán en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. 

Artículo 21 
Los Estados partes podrán formular reservas a la presente Convención al momento de aprobarla, firmarla, ratificarla o adherir a ella, 
siempre que no sean incompatibles con el objeto y propósito de la Convención y versen sobre una o más disposiciones específicas. 

Artículo 22 
La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que haya sido depositado el segundo instrumento 
de ratificación. Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después de haber sido depositado el segundo 
instrumento de ratificación, la Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su 
instrumento de ratificación o adhesión. 

Artículo 23 
La presente Convención regirá indefinidamente, pero cualquiera de los Estados partes podrá denunciarla. El instrumento de denun-
cia será depositado en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. Transcurrido un año, contado a partir de 
la fecha de depósito del instrumento de denuncia, la Convención cesará en sus efectos para el Estado denunciante y permanecerá 
en vigor para los demás Estados partes. 

Artículo 24 
El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español, francés, inglés y portugués son igualmente auténticos, 
será depositado en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos, la que enviará copia certificada de su texto 
para su registro y publicación a la Secretaría de las Naciones Unidas, de conformidad con el artículo 102 de la Carta de las Naciones 
Unidas. La Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos notificará a los Estados miembros de dicha Organiza-
ción y a los Estados que se hayan adherido a la Convención, las firmas, los depósitos de instrumentos de ratificación, adhesión y 
denuncia, así como las reservas que hubiere. 
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Convenio Europeo para la Prevención de la Tortura y de las Penas o 
Tratos Inhumanos o Degradantes 

 
Adoptado por los estados miembro del Consejo de Europa, reunido en Estrasburgo el 26 de noviembre de 1987. El Convenio 
entró en vigor el 1 de febrero de 1989, de conformidad con el artículo 19.  

 

 

Los Estados miembros del Consejo de Europa, signatarios del presente Convenio, 

Vistas las disposiciones del Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y Libertades Fundamentales , 

Recordando que, en virtud del artículo 3 de dicho Convenio, «nadie podrá ser sometido a tortura ni a penas o tratos inhumanos o 
degradantes», 

Tomando nota de que las personas que alegan ser víctimas de infracciones del artículo 3 pueden valerse del mecanismo previsto en 
este Convenio, 

Convencidos de que la protección de las personas privadas de su libertad contra la tortura y las penas o tratos inhumanos o degra-
dantes podría reforzarse mediante un procedimiento no judicial de carácter preventivo, basado en visitas, 

Convienen en lo siguiente: 

CAPÍTULO PRIMERO 

Artículo 1 
Se crea un Comité Europeo para la Prevención de la Tortura y de las Penas o Tratos Inhumanos o Degradantes (denominado a 
continuación: «el Comité»). Por medio de visitas, este Comité examinará el trato dado a las personas privadas de libertad para 
reforzar, llegado el caso, su protección contra la tortura y las penas o tratos inhumanos o degradantes. 

Artículo 2 
Cada Parte autoriza la visita, conforme al presente Convenio, a todo lugar bajo su jurisdicción donde haya personas privadas de la 
libertad por una autoridad pública. 

Artículo 3 
El Comité y las autoridades nacionales competentes de la Parte interesada cooperarán para la aplicación del presente Convenio. 

CAPÍTULO II 

Artículo 4 
1. El Comité estará compuesto de un número de miembros igual al de las Partes. 
2. Los miembros del Comité serán elegidos entre personalidades de elevada moralidad, conocidas por su competencia en 

materia de derechos humanos o que cuenten con experiencia profesional en los campos que abarca el presente Convenio. 
3. En el Comité no podrá haber más de un nacional del mismo Estado. 
4. Los miembros intervendrán a título personal, serán independientes e imparciales en el desempeño de sus funciones y estarán 

disponibles para ejercerlas eficazmente. 
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Artículo 5 
1. Los miembros del Comité serán elegidos por el Comité de Ministros del Consejo de Europa por mayoría absoluta de votos, de 

una lista de nombres elaborada por la Mesa de la Asamblea Consultiva del Consejo de Europa; la delegación nacional en la 
Asamblea Consultiva de cada Parte presentará tres candidatos de los que, al menos dos, serán de su nacionalidad. 
Cuando haya de elegirse un miembro del Comité como representante de un Estado no miembro del Consejo de Europa, la 
Mesa de la Asamblea Consultiva invitará al Parlamento de ese Estado a que presente tres candidatos, de los cuales dos al me-
nos, deberán ser nacionales del mismo. La elección por el Comité de Ministros tendrá lugar después de haber consultado a la 
Parte interesada. 

2. Se seguirá el mismo procedimiento para proveer los puestos que queden vacantes. 
3. Los miembros del Comité serán elegidos por un período de cuatro años. Podrán ser reelegidos dos veces. Sin embargo, por lo 

que respecta a los miembros designados en la primera elección, las funciones de tres de ellos terminarán al cabo de un perío-
do de dos años. Los miembros cuyas funciones concluyan al término del período inicial de dos años serán designados por sor-
teo efectuado por el Secretario General del Consejo de Europa inmediatamente después de que se haya procedido a la primera 
elección. 

4. Con el fin de asegurar, en la medida de lo posible, la renovación de la mitad del Comité cada dos años, el Comité de Ministros 
podrá decidir, antes de proceder a cualquier otra elección posterior, que uno o varios mandatos de miembros que deban ele-
girse tengan una duración distinta de los cuatro años, sin que dicha duración pueda exceder, no obstante, de seis años ni ser 
inferior a dos años. 

5. En el caso en que proceda otorgar varios mandatos y el Comité de Ministros haga aplicación del párrafo precedente, el reparto 
de los mandatos se llevará a cabo por sorteo efectuado por el Secretario General del Consejo de Europa, inmediatamente des-
pués de la elección. 

Artículo 6 
1. El Comité se reunirá a puerta cerrada. El quórum estará constituido por la mayoría de sus miembros. Las decisiones del Comité 

se tomarán por mayoría de los miembros presentes, sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 10. 
2. El Comité establecerá su reglamento interno. 
3. La Secretaría del Comité quedará asegurada por el Secretario general del Consejo de Europa. 

CAPÍTULO III 

Artículo 7 
1. El Comité organizará las visitas a que se refiere el artículo 2. Además de las visitas periódicas, el Comité podrá organizar cual-

quier otra visita que, a su juicio, exijan las circunstancias. 
2. Por regla general efectuarán las visitas al menos dos miembros del Comité. Este podrá, si lo estima necesario, recabar la asis-

tencia de expertos e intérpretes. 

Artículo 8 
1. El Comité notificará al Gobierno de la Parte interesada su propósito de efectuar una visita. Hecha la notificación, el Comité 

estará facultado para visitar, en cualquier momento, los lugares previstos en el artículo 2. 
2. Toda Parte deberá dar al Comité las facilidades siguientes para el cumplimiento de sus funciones: 

a) acceso a su territorio y derecho a desplazarse por él sin restricciones; 
b) cualesquiera datos sobre los lugares en que se encuentren personas privadas de libertad; 
c) la posibilidad de desplazarse a su voluntad a todo lugar donde haya personas privadas de libertad, incluido el derecho a 

moverse sin trabas en el interior de esos lugares; 
d) cualquier otra información de que disponga la Parte y que necesite el Comité para el cumplimiento de su labor. Al recabar 

esta información, el Comité tendrá en cuenta las reglas jurídicas y deontológicas aplicables a nivel nacional. 
3. El Comité podrá entrevistarse sin testigos con las personas privadas de libertad. 
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4. El Comité podrá ponerse en contacto libremente con cualquier persona que, a su juicio, pueda proporcionarle datos útiles. 
5. Si procede, el Comité comunicará de inmediato observaciones a las autoridades competentes de la Parte interesada. 

Artículo 9 
1. En casos excepcionales, las autoridades competentes de la Parte interesada podrán dar a conocer al Comité sus objeciones a la 

visita en el momento previsto por el Comité o en el lugar por él determinado. Estas objeciones sólo podrán hacerse por moti-
vos de defensa nacional o de seguridad pública o por razón de graves desórdenes en los lugares donde haya personas privadas 
de libertad, o por el estado de salud de una persona o con motivo de un interrogatorio urgente, dentro de un sumario en cur-
so, en relación con un delito grave. 

2. Formuladas esas objeciones, el Comité y la Parte se consultarán inmediatamente para esclarecer la situación y llegar a un 
acuerdo sobre medidas que permitan al Comité ejercer sus funciones lo más rápidamente posible. Estas medidas podrán com-
prender el traslado a otro lugar de cualquier persona a la que se proponga visitar el Comité. Hasta que pueda efectuarse la visi-
ta, la Parte proporcionará al Comité información sobre toda persona afectada. 

Artículo 10 
1. Después de cada visita, el Comité redactará un informe sobre los hechos comprobados con motivo de la misma teniendo en 

cuenta todas las observaciones que pudiere presentar la Parte interesada. Transmitirá a ésta su informe, en el que figurarán las 
recomendaciones que estime necesarias. El Comité podrá entablar consultas con la Parte para sugerir, si procede, mejoras para 
la protección de las personas privadas de libertad. 

2. Si la Parte no coopera o se niega a mejorar la situación a la vista de las recomendaciones del Comité, éste podrá, por mayoría 
de dos tercios de sus miembros y después de que la Parte haya tenido la posibilidad de dar explicaciones, hacer una declara-
ción pública al respecto. 

Artículo 11 
1. Los datos recogidos por el Comité con ocasión de una visita, así como su informe y sus consultas con la Parte interesada, 

tendrán carácter confidencial. 
2. El Comité publicará su informe, junto con cualquier comentario de la Parte interesada cuando ésta así lo pida. 
3. Ello no obstante, ningún dato de carácter personal podrá hacerse público sin el consentimiento explícito de la persona intere-

sada. 

Artículo 12 
Cada año, el Comité presentará al Comité de Ministros, habida cuenta de las reglas de confidencialidad previstas en el artículo 11, 
un informe general sobre sus actividades, que será transmitido a la Asamblea Consultiva, así como a cualquier Estado no miembro 
del Consejo de Europa que sea Parte en el Convenio, y que se hará público. 

Artículo 13 
Los miembros del Comité los expertos y las otras personas que le asisten estarán sujetos, durante su mandato y una vez expirado 
éste, a la obligación de mantener en secreto los hechos o las informaciones de que tengan conocimiento en el desempeño de sus 
funciones. 

Artículo 14 
1. Los nombres de las personas que asistan al comité figurarán en la notificación que se haga en virtud del párrafo 1 del artículo 8. 
2. Los expertos actuarán siguiendo las instrucciones y bajo la responsabilidad del Comité. Deberán poseer una competencia y 

una experiencia adecuadas a las materias que abarca el presente convenio y estarán vinculados por las mismas obligaciones de 
independencia, imparcialidad y disponibilidad que los miembros del Comité. 

3. Con carácter excepcional, una Parte podrá declarar que un experto u otra persona que asista al comité no podrá participar en 
la visita a un lugar comprendido bajo su jurisdicción. 
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CAPÍTULO IV 

Artículo 15 
Cada Parte comunicará al Comité el nombre y la dirección de la autoridad competente para recibir las notificaciones dirigidas a su 
Gobierno, así como los de cualquier agente de enlace que hubiere designado. 

Artículo 16 
El Comité, sus miembros y los expertos a que se refiere el párrafo 2 del artículo 7, gozarán de los privilegios e inmunidades que se 
prevén en el anexo 31 presente Convenio. 

Artículo 17 
1. El presente Convenio no afectará a las disposiciones de derecho interno o de los acuerdos internacionales que aseguran una 

mayor protección a las personas privadas de libertad. 
2. Ninguna de las disposiciones del presente Convenio podrá interpretarse como limitación o derogación de las competencias de 

los órganos del Convenio europeo de Derechos Humanos o de las obligaciones asumidas por las Partes en virtud del mismo. 
3. El Comité no visitará los lugares que visiten efectivamente y con regularidad representantes o delegados de potencias protec-

toras o del Comité Internacional de la Cruz Roja en virtud de las Convenciones de Ginebra de 12 de agosto de 1949 y de sus 
Protocolos adicionales de 8 de junio de 1977. 

CAPÍTULO V 

Artículo 18 
1. El presente Convenio queda abierto a la firma de los Estados miembros del Consejo de Europa. Se someterá a ratificación, 

aceptación o aprobación. Los instrumentos de ratificación, de aceptación o de aprobación se depositarán en poder del Secre-
tario general del Consejo de Europa. 

2. El Comité de Ministros del Consejo de Europa podrá invitar a cualquier Estado no miembro del Consejo de Europa a adherirse 
al Convenio. 

Artículo 19 
1. El presente Convenio entrará en vigor el día primero del mes siguiente a la expiración de un período de tres meses después de 

la fecha en que siete Estados miembros del Consejo de Europa hayan manifestado su consentimiento a quedar obligados por 
el Convenio conforme a lo dispuesto en su artículo 18. 

2. Para todo Estado que manifieste posteriormente su consentimiento de quedar vinculado por el Convenio, éste entrará en vigor 
el día primero del mes siguiente a la expiración de un período de tres meses después de la fecha del depósito del instrumento 
de ratificación, de aceptación, de aprobación o de adhesión. 

Artículo 20 
1. Cualquier Estado podrá designar, en el momento de la firma o en el momento del depósito de su instrumento de ratificación, 

de aceptación, de aprobación o de adhesión, el territorio o los territorios a los que se aplicará el presente Convenio. 
2. Cualquier Estado podrá extender, en cualquier fecha posterior, mediante declaración dirigida al Secretario general del Consejo 

de Europa, la aplicación del presente Convenio a cualquier otro territorio designado en la declaración. El Convenio entrará en 
vigor respecto de ese territorio el día primero del mes siguiente a la expiración de un período de tres meses después de la fe-
cha en que el Secretario general haya recibido dicha declaración. 

3. Toda declaración hecha en virtud de los dos párrafos precedentes podrá retirarse, por lo que respecta a cualquier territorio 
designado en la misma, por notificación dirigida al Secretario general. Dicha retirada surtirá efecto el día primero del mes si-
guiente a la expiración de un período de tres meses después de la fecha en que el Secretario general haya recibido dicha noti-
ficación. 
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Artículo 21 
No se admitirá reserva alguna a lo dispuesto en el presente Convenio. 

Artículo 22 
1. Cualquier Parte podrá denunciar, en todo momento, el presente Convenio notificándolo así al Secretario general del Consejo 

de Europa. 
2. La denuncia surtirá efecto el día primero del mes siguiente a la expiración de un período de doce meses después de que el 

Secretario general haya recibido dicha notificación. 

Artículo 23 
El Secretario general del Consejo de Europa notificará a los Estados miembros del Consejo de Europa, así como cualquier Estado no 
miembro que sea Parte en el Convenio: 
a) toda firma; 
b) el depósito de todo instrumento de ratificación, de aceptación, de aprobación o de adhesión; 
c) toda entrada en vigor del presente Convenio conforme a sus artículos 19 y 20; 
d) cualquier otro acto, notificación o comunicación que haga referencia al presente Convenio, salvo las medidas previstas en los 

artículos 8 y 10. 
En fe de lo cual, los infrascritos, debidamente autorizados al efecto, firman el presente Convenio. 

Hecho en Estrasburgo, el 26 de noviembre de 1987, en francés e inglés, siendo ambos textos igualmente auténticos, en un solo 
ejemplar, que se depositará en los archivos del Consejo de Europa. El Secretario general del Consejo de Europa transmitirá copia 
certificada conforme a cada uno de los Estados miembros del Consejo de Europa. 

ANEXO - Privilegios e inmunidades (Artículo 16) 

1. A los fines del presente anexo, las referencias a los miembros del Comité incluirán a los expertos de que se hace mención en el 
párrafo 2 del artículo 7. 

2. Los miembros del Comité gozarán, durante el ejercicio de sus funciones, así como durante los viajes que realicen en el desem-
peño de las mismas, de los privilegios e inmunidades siguientes: 
a) inmunidad de detención o arresto y de embargo de sus equipajes personales y, por lo que respecta a los actos realizados 

por ellos en su calidad oficial, incluidas sus palabras y escritos, de inmunidad ante cualquier jurisdicción; 
b) exención de cualquier medida restrictiva de su libertad de movimientos: salida y entrada en su país de residencia y entra-

da en el país donde ejercen sus funciones y salida del mismo, así como de cualesquiera trámites de registro de extranjeros 
en los países que visiten o atraviesen en el desempeño de sus funciones. 

3. Durante los viajes que efectúen en el desempeño de sus funciones, los miembros del Comité recibirán, en materia aduanera y 
de control de cambios: 
a) de su propio Gobierno, las mismas facilidades otorgadas a altos funcionarios que viajan al extranjero en comisión tempo-

ral de servicios; 
b) de los Gobiernos de las otras Partes, las mismas facilidades concedidas a los representantes de Gobiernos extranjeros en 

comisión temporal de servicios. 
4. Los documentos y papeles del Comité serán inviolables en lo que ataña a sus actuaciones. 

La correspondencia oficial y demás comunicaciones oficiales del Comité no podrán ser retenidas o censuradas. 
5. Para asegurar a los miembros del Comité libertad completa de expresión y total independencia en el desempeño de sus 

funciones, seguirá otorgándoseles, incluso después de que haya terminado el mandato de esas personas, inmunidad de juris-
dicción por lo que respecta a sus palabras, escritos o actos en el cumplimiento de sus funciones. 

6. Los privilegios e inmunidades se otorgarán a los miembros del Comité, no para su beneficio personal, sino para asegurar con 
toda independencia el desempeño de sus funciones. El Comité es el único habilitado para pronunciar la retirada de la inmuni-
dad: no sólo tendrá el derecho sino también el deber de privar de la inmunidad a cualquiera de sus miembros en todos los ca-
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sos en que, en su opinión, dicha inmunidad impida el curso de la justicia, y cuando dicha inmunidad pueda levantarse sin per-
juicio de la finalidad para la que fue concedida. 
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Protocolo facultativo de la Convención contra la tortura y otros tra-
tos o penas crueles, inhumanos o degradantes 

 
Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General de las Naciones Unidas mediante la resolución 
77/199, de 18 de diciembre de 2002. Entró en vigor el 22 de junio de 2006, de acuerdo con el artículo 28. 

 

Preámbulo 

Los Estados Partes en el presente Protocolo, 

Reafirmando que la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes están prohibidos y constituyen violaciones 
graves de los derechos humanos, 

Convencidos de la necesidad de adoptar nuevas medidas para alcanzar los objetivos de la Convención contra la Tortura y Otros 
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes (en adelante denominada la Convención) y de fortalecer la protección de las 
personas privadas de su libertad contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, 

Recordando que los artículos 2 y 16 de la Convención obligan a cada Estado Parte a tomar medidas efectivas para prevenir los actos 
de tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes en todo territorio bajo su jurisdicción, 

Reconociendo que los Estados tienen la responsabilidad primordial de aplicar estos artículos, que el fortalecimiento de la protección 
de las personas privadas de su libertad y el pleno respeto de sus derechos humanos es una responsabilidad común compartida por 
todos, y que los mecanismos internacionales de aplicación complementan y fortalecen las medidas nacionales, 

Recordando que la prevención efectiva de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes requiere educación y 
una combinación de diversas medidas legislativas, administrativas, judiciales y de otro tipo, 

Recordando también que la Conferencia Mundial de Derechos Humanos declaró firmemente que los esfuerzos por erradicar la 
tortura debían concentrarse ante todo en la prevención y pidió que se adoptase un protocolo facultativo de la Convención destina-
do a establecer un sistema preventivo de visitas periódicas a los lugares de detención, 

Convencidos de que la protección de las personas privadas de su libertad contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos 
o degradantes puede fortalecerse por medios no judiciales de carácter preventivo basados en visitas periódicas a los lugares de 
detención, 

Acuerdan lo siguiente: 

PARTE I - Principios generales 

Artículo 1 
El objetivo del presente Protocolo es establecer un sistema de visitas periódicas a cargo de órganos internacionales y nacionales 
independientes a los lugares en que se encuentren personas privadas de su libertad, con el fin de prevenir la tortura y otros tratos o 
penas crueles, inhumanos o degradantes. 
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Artículo 2 
1. Se establecerá un Subcomité para la Prevención de la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes del 

Comité contra la Tortura (en adelante denominado el Subcomité para la Prevención) que desempeñará las funciones previstas 
en el presente Protocolo. 

2. El Subcomité para la Prevención realizará su labor en el marco de la Carta de las Naciones Unidas y se guiará por los propósitos 
y principios enunciados en ella, así como por las normas de las Naciones Unidas relativas al trato de las personas privadas de su 
libertad. 

3. Asimismo, el Subcomité para la Prevención se guiará por los principios de confidencialidad, imparcialidad, no selectividad, 
universalidad y objetividad. 

4. El Subcomité para la Prevención y los Estados Partes cooperarán en la aplicación del presente Protocolo. 
1. Artículo 3 
2. Cada Estado Parte establecerá, designará o mantendrá, a nivel nacional, uno o varios órganos de visitas para la prevención de la 

tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes (en adelante denominado el mecanismo nacional de preven-
ción). 

Artículo 4 
1. Cada Estado Parte permitirá las visitas, de conformidad con el presente Protocolo, de los mecanismos mencionados en los 

artículos 2 y 3 a cualquier lugar bajo su jurisdicción y control donde se encuentren o pudieran encontrarse personas privadas 
de su libertad, bien por orden de una autoridad pública o a instigación suya o con su consentimiento expreso o tácito (en ade-
lante denominado lugar de detención). Estas visitas se llevarán a cabo con el fin de fortalecer, si fuera necesario, la protección 
de estas personas contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. 

2. A los efectos del presente Protocolo, por privación de libertad se entiende cualquier forma de detención o encarcelamiento o 
de custodia de una persona por orden de una autoridad judicial o administrativa o de otra autoridad pública, en una institu-
ción pública o privada de la cual no pueda salir libremente. 

PARTE II- El Subcomité para la Prevención 

Artículo 5 
1. El Subcomité para la Prevención estará compuesto de diez miembros. Una vez que se haya registrado la quincuagésima 

ratificación del presente Protocolo o adhesión a él, el número de miembros del Subcomité para la Prevención aumentará a 
veinticinco. 

2. Los miembros del Subcomité para la Prevención serán elegidos entre personas de gran integridad moral y reconocida compe-
tencia en la administración de justicia, en particular en materia de derecho penal, administración penitenciaria o policial, o en 
las diversas materias que tienen que ver con el tratamiento de personas privadas de su libertad. 

3. En la composición del Subcomité para la Prevención se tendrá debidamente en cuenta una distribución geográfica equitativa 
de los miembros y la representación de las diferentes formas de civilización y sistemas jurídicos de los Estados Partes. 

4. En esta composición también se tendrá en cuenta la necesidad de una representación equilibrada de los géneros sobre la base 
de los principios de igualdad y no discriminación. 

5. El Subcomité para la Prevención no podrá tener dos miembros de la misma nacionalidad. 
6. Los miembros del Subcomité para la Prevención ejercerán sus funciones a título personal, actuarán con independencia e 

imparcialidad y deberán estar disponibles para prestar servicios con eficacia en el Subcomité para la Prevención. 

Artículo 6 
1. Cada Estado Parte podrá designar, de conformidad con el párrafo 2 del presente artículo, hasta dos candidatos que posean las 

calificaciones y satisfagan los requisitos indicados en el artículo 5, y, al hacerlo, presentarán información detallada sobre las cali-
ficaciones de los candidatos. 

2. a)      Los candidatos deberán tener la nacionalidad de un Estado Parte en el presente Protocolo; 
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b)  Al menos uno de los dos candidatos deberá tener la nacionalidad del Estado Parte que lo proponga; 
c) No se podrá proponer la candidatura de más de dos nacionales de un Estado Parte; 
d) Un Estado Parte, antes de proponer la candidatura de un nacional de otro Estado Parte, deberá solicitar y obtener el con-

sentimiento de éste. 
3. Al menos cinco meses antes de la fecha de la reunión de los Estados Partes en que deba procederse a la elección, el Secretario 

General de las Naciones Unidas enviará una carta a los Estados Partes invitándoles a que presenten sus candidaturas en un pla-
zo de tres meses. El Secretario General presentará una lista por orden alfabético de todos los candidatos designados de este 
modo, indicando los Estados Partes que los hayan designado. 

Artículo 7 
1. La elección de los miembros del Subcomité para la Prevención se efectuará del modo siguiente: 

a) La consideración primordial será que los candidatos satisfagan los requisitos y criterios del artículo 5 del presente Protoco-
lo;  

b) La elección inicial se celebrará a más tardar seis meses después de la fecha de la entrada en vigor del presente Protocolo;  
c) Los Estados Partes elegirán a los miembros del Subcomité para la Prevención en votación secreta;  
d) Las elecciones de los miembros del Subcomité para la Prevención se celebrarán en reuniones bienales de los Estados Par-

tes convocadas por el Secretario General de las Naciones Unidas. En estas reuniones, para las cuales el quórum estará 
constituido por los dos tercios de los Estados Partes, se considerarán elegidos miembros del Subcomité para la Prevención 
los candidatos que obtengan el mayor número de votos y la mayoría absoluta de los votos de los representantes de los 
Estados Partes presentes y votantes. 

2. Si durante el proceso de selección se determina que dos nacionales de un Estado Parte reúnen las condiciones establecidas 
para ser miembros del Subcomité para la Prevención, el candidato que reciba el mayor número de votos será elegido miembro 
del Subcomité para la Prevención. Si ambos candidatos obtienen el mismo número de votos se aplicará el procedimiento si-
guiente: 
a) Si sólo uno de los candidatos ha sido propuesto por el Estado Parte del que es nacional, 
b) quedará elegido miembro ese candidato; 
c) Si ambos candidatos han sido propuestos por el Estado Parte del que son nacionales, se procederá a votación secreta por 

separado para determinar cuál de ellos será miembro; 
d) Si ninguno de los candidatos ha sido propuesto por el Estado Parte del que son nacionales, se procederá a votación secre-

ta por separado para determinar cuál de ellos será miembro. 

Artículo 8 
Si un miembro del Subcomité para la Prevención muere o renuncia, o no puede desempeñar sus funciones en el Subcomité para la 
Prevención por cualquier otra causa, el Estado Parte que haya presentado su candidatura podrá proponer a otra persona que posea 
las calificaciones y satisfaga los requisitos indicados en el artículo 5, teniendo presente la necesidad de mantener un equilibrio 
adecuado entre las distintas esferas de competencia, para que desempeñe sus funciones hasta la siguiente reunión de los Estados 
Partes, con sujeción a la aprobación de la mayoría de dichos Estados. Se considerará otorgada dicha aprobación salvo que la mitad 
o más de los Estados Partes respondan negativamente dentro de un plazo de seis semanas a contar del momento en que el Secre-
tario General de las Naciones Unidas les comunique la candidatura propuesta. 

Artículo 9 
Los miembros del Subcomité para la Prevención serán elegidos por un mandato de cuatro años. Podrán ser reelegidos una vez si se 
presenta de nuevo su candidatura. El mandato de la mitad de los miembros elegidos en la primera elección expirará al cabo de dos 
años; inmediatamente después de la primera elección, el Presidente de la reunión a que se hace referencia en el apartado d) del 
párrafo 1 del artículo 7 designará por sorteo los nombres de esos miembros. 
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Artículo 10 
1. El Subcomité para la Prevención elegirá su Mesa por un mandato de dos años. Los miembros de la Mesa podrán ser reelegidos. 
2. El Subcomité para la Prevención establecerá su propio reglamento, que dispondrá, entre otras cosas, lo siguiente: 

a) La mitad más uno de sus miembros constituirán quórum; 
b) Las decisiones del Subcomité para la Prevención se tomarán por mayoría de votos de los miembros presentes; 
c) Las sesiones del Subcomité para la Prevención serán privadas. 

3. El Secretario General de las Naciones Unidas convocará la reunión inicial del Subcomité para la Prevención. Después de su 
reunión inicial, el Subcomité para la Prevención se reunirá en las ocasiones que determine su reglamento. El Subcomité para la 
Prevención y el Comité contra la Tortura celebrarán sus períodos de sesiones simultáneamente al menos una vez al año. 

PARTE III - Mandato del Subcomité para la Prevención 

Artículo 11 
El mandato del Subcomité para la Prevención será el siguiente: 
a) Visitar los lugares mencionados en el artículo 4 y hacer recomendaciones a los Estados Partes en cuanto a la protección de las 

personas privadas de su libertad contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes; 
b) Por lo que respecta a los mecanismos nacionales de prevención: 

i. Asesorar y ayudar a los Estados Partes, cuando sea necesario, a establecerlos; 
ii. Mantener contacto directo, de ser necesario confidencial, con los mecanismos nacionales de prevención y ofrecerles for-

mación y asistencia técnica con miras a aumentar su capacidad; 
iii. Ayudar y asesorar a los mecanismos nacionales de prevención en la evaluación de las necesidades y las medidas destina-

das a fortalecer la protección de personas privadas de su libertad contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhuma-
nos o degradantes; 

iv. Hacer recomendaciones y observaciones a los Estados Partes con miras a reforzar la capacidad y el mandato de los meca-
nismos nacionales para la prevención de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes; 

c) Cooperar, para la prevención de la tortura en general, con los órganos y mecanismos pertinentes de las Naciones Unidas así 
como con instituciones u organizaciones internacionales, regionales y nacionales cuyo objeto sea fortalecer la protección de 
todas las personas contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. 

Artículo 12 
A fin de que el Subcomité para la Prevención pueda cumplir el mandato establecido en el artículo 11, los Estados Partes se com-
prometen a: 
a) Recibir al Subcomité para la Prevención en su territorio y darle acceso a todos los lugares de detención definidos en el artículo 

4 del presente Protocolo; 
b) Compartir toda la información pertinente que el Subcomité para la Prevención solicite para evaluar las necesidades y medidas 

que deben adoptarse con el fin de fortalecer la protección de las personas privadas de su libertad contra la tortura y otros tra-
tos o penas crueles, inhumanos o degradantes; 

c) Alentar y facilitar los contactos entre el Subcomité para la Prevención y los mecanismos nacionales de prevención; 
d) Examinar las recomendaciones del Subcomité para la Prevención y entablar un diálogo con éste sobre las posibles medidas de 

aplicación. 

Artículo 13 
1. El Subcomité para la Prevención establecerá, primeramente por sorteo, un programa de visitas periódicas a los Estados Partes 

para dar cumplimiento a su mandato de conformidad con el artículo 11. 
2. Tras celebrar las consultas oportunas, el Subcomité para la Prevención notificará su programa a los Estados Partes para que 

éstos puedan, sin demora, adoptar las disposiciones prácticas necesarias para la realización de las visitas. 
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3. Las visitas serán realizadas por dos miembros como mínimo del Subcomité para la Prevención. Estos miembros podrán ir 
acompañados, si fuere necesario, de expertos de reconocida experiencia y conocimientos profesionales acreditados en las ma-
terias a que se refiere el presente Protocolo, que serán seleccionados de una lista de expertos preparada de acuerdo con las 
propuestas hechas por los Estados Partes, la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 
y el Centro de las Naciones Unidas para la Prevención Internacional del Delito. Para la preparación de esta lista, los Estados Par-
tes interesados propondrán un máximo de cinco expertos nacionales. El Estado Parte de que se trate podrá oponerse a la inclu-
sión de un determinado experto en la visita, tras lo cual el Subcomité para la Prevención propondrá el nombre de otro experto. 

4. El Subcomité para la Prevención, si lo considera oportuno, podrá proponer una breve visita de seguimiento después de la visita 
periódica. 

Artículo 14 
1. A fin de que el Subcomité para la Prevención pueda desempeñar su mandato, los Estados Partes en el presente Protocolo se 

comprometen a darle: 
a) Acceso sin restricciones a toda la información acerca del número de personas privadas de su libertad en lugares de deten-

ción según la definición del artículo 4 y sobre el número de lugares y su emplazamiento;  
b) Acceso sin restricciones a toda la información relativa al trato de esas personas y a las condiciones de su detención;  
c) Con sujeción a lo dispuesto en el párrafo 2 infra, acceso sin restricciones a todos los lugares de detención y a sus instala-

ciones y servicios;  
d) Posibilidad de entrevistarse con las personas privadas de su libertad, sin testigos, personalmente o con la asistencia de un 

intérprete en caso necesario, así como con cualquier otra persona que el Subcomité para la Prevención considere que 
pueda facilitar información pertinente;  

e) Libertad para seleccionar los lugares que desee visitar y las personas a las que desee entrevistar. 
2. Sólo podrá objetarse a una visita a un determinado lugar de detención por razones urgentes y apremiantes de defensa nacio-

nal, seguridad pública, catástrofes naturales o disturbios graves en el lugar que deba visitarse, que impidan temporalmente la 
realización de esta visita. El Estado Parte no podrá hacer valer la existencia de un estado de excepción como tal para oponerse 
a una visita. 

Artículo 15 
Ninguna autoridad o funcionario ordenará, aplicará, permitirá o tolerará sanción alguna contra una persona u organización por 
haber comunicado al Subcomité para la Prevención o a sus miembros cualquier información, ya sea verdadera o falsa, y ninguna de 
estas personas u organizaciones sufrirá perjuicios de ningún tipo por este motivo. 

Artículo 16 
1. El Subcomité para la Prevención comunicará sus recomendaciones y observaciones con carácter confidencial al Estado Parte y, 

si fuera oportuno, al mecanismo nacional de prevención. 
2. El Subcomité para la Prevención publicará su informe, juntamente con las posibles observaciones del Estado Parte interesado, 

siempre que el Estado Parte le pida que lo haga. Si el Estado Parte hace pública una parte del informe, el Subcomité para la 
Prevención podrá publicar el informe en su totalidad o en parte. Sin embargo, no podrán publicarse datos personales sin el 
consentimiento expreso de la persona interesada. 

3. El Subcomité para la Prevención presentará un informe público anual sobre sus actividades al Comité contra la Tortura. 
4. Si el Estado Parte se niega a cooperar con el Subcomité para la Prevención de conformidad con los artículos 12 y 14, o a tomar 

medidas para mejorar la situación con arreglo a las recomendaciones del Subcomité para la Prevención, el Comité contra la 
Tortura podrá, a instancias del Subcomité para la Prevención, decidir por mayoría de sus miembros, después de que el Estado 
Parte haya tenido oportunidad de dar a conocer sus opiniones, hacer una declaración pública sobre la cuestión o publicar el in-
forme del Subcomité para la Prevención. 
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PARTE VI -Mecanismos nacionales de prevención 

Artículo 17 
Cada Estado Parte mantendrá, designará o creará, a más tardar un año después de la entrada en vigor del presente Protocolo o de 
su ratificación o adhesión, uno o varios mecanismos nacionales independientes para la prevención de la tortura a nivel nacional. Los 
mecanismos establecidos por entidades descentralizadas podrán ser designados mecanismos nacionales de prevención a los 
efectos del presente Protocolo si se ajustan a sus disposiciones. 

Artículo 18 
1. Los Estados Partes garantizarán la independencia funcional de los mecanismos nacionales de prevención, así como la inde-

pendencia de su personal. 
2. Los Estados Partes tomarán las medidas necesarias a fin de garantizar que los expertos del mecanismo nacional de prevención 

tengan las aptitudes y los conocimientos profesionales requeridos. Se tendrá igualmente en cuenta el equilibrio de género y la 
adecuada representación de los grupos étnicos y minoritarios del país. 

3. Los Estados Partes se comprometen a proporcionar los recursos necesarios para el funcionamiento de los mecanismos nacio-
nales de prevención. 

4. Al establecer los mecanismos nacionales de prevención, los Estados Partes tendrán debidamente en cuenta los Principios 
relativos al estatuto de las instituciones nacionales de promoción y protección de los derechos humanos. 

Artículo 19 
Los mecanismos nacionales de prevención tendrán como mínimo las siguientes facultades: 
a) Examinar periódicamente el trato de las personas privadas de su libertad en lugares de detención, según la definición del 

artículo 4, con miras a fortalecer, si fuera necesario, su protección contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes; 

b) Hacer recomendaciones a las autoridades competentes con objeto de mejorar el trato y las condiciones de las personas 
privadas de su libertad y de prevenir la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, tomando en conside-
ración las normas pertinentes de las Naciones Unidas; c) Hacer propuestas y observaciones acerca de la legislación vigente o de 
los proyectos de ley en la materia. 

Artículo 20 
A fin de que los mecanismos nacionales de prevención puedan desempeñar su mandato, los Estados Partes en el presente Protoco-
lo se comprometen a darles: 
a) Acceso a toda la información acerca del número de personas privadas de su libertad en lugares de detención según la defini-

ción del artículo 4 y sobre el número de lugares de detención y su emplazamiento; 
b) Acceso a toda la información relativa al trato de esas personas y a las condiciones de su detención; 
c) Acceso a todos los lugares de detención y a sus instalaciones y servicios; 
d) Posibilidad de entrevistarse con las personas privadas de su libertad, sin testigos, personalmente o con la asistencia de un 

intérprete en caso necesario, así como con cualquier otra persona que el mecanismo nacional de prevención considere que 
pueda facilitar información pertinente; 

e) Libertad para seleccionar los lugares que deseen visitar y las personas a las que deseen entrevistar; 
f) El derecho a mantener contactos con el Subcomité para la Prevención, enviarle información y reunirse con él. 

Artículo 21 
1. Ninguna autoridad o funcionario ordenará, aplicará, permitirá o tolerará sanción alguna contra una persona u organización por 

haber comunicado al mecanismo nacional de prevención cualquier información, ya sea verdadera o falsa, y ninguna de estas 
personas u organizaciones sufrirá perjuicios de ningún tipo por este motivo. 

2. La información confidencial recogida por el mecanismo nacional de prevención tendrá carácter reservado. No podrán publi-
carse datos personales sin el consentimiento expreso de la persona interesada. 
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Artículo 22 
Las autoridades competentes del Estado Parte interesado examinarán las recomendaciones del mecanismo nacional de prevención 
y entablarán un diálogo con este mecanismo acerca de las posibles medidas de aplicación. 

Artículo 23 
Los Estados Partes en el presente Protocolo se comprometen a publicar y difundir los informes anuales de los mecanismos naciona-
les de prevención. 

PARTE V - Declaración 

Artículo 24 
1. Una vez ratificado el presente Protocolo, los Estados Partes podrán hacer una declaración para aplazar el cumplimiento de sus 

obligaciones en virtud de la parte III o de la parte IV. 
2. Este aplazamiento tendrá validez por un período máximo de tres años. Una vez que el Estado Parte haga las presentaciones del 

caso y previa consulta con el Subcomité para la Prevención, el Comité contra la Tortura podrá prorrogar este período por otros 
dos años. 

PARTE VI - Disposiciones financieras 

Artículo 25 
1. Los gastos que efectúe el Subcomité para la Prevención en la aplicación del presente Protocolo serán sufragados por las 

Naciones Unidas. 
2. El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el personal y los servicios necesarios para el desempeño eficaz de 

las funciones asignadas al Subcomité para la Prevención en virtud del presente Protocolo. 

Artículo 26 
1. Se creará un Fondo Especial con arreglo a los procedimientos de la Asamblea General en la materia, que será administrado de 

conformidad con el Reglamento Financiero y Reglamentación Financiera Detallada de las Naciones Unidas, para contribuir a fi-
nanciar la aplicación de las recomendaciones del Subcomité para la Prevención a un Estado Parte después de una visita, así 
como los programas de educación de los mecanismos nacionales de prevención. 

2. Este Fondo Especial podrá estar financiado mediante contribuciones voluntarias de los gobiernos, organizaciones interguber-
namentales y no gubernamentales y otras entidades privadas o públicas. 

PARTE VII - Disposiciones finales 

Artículo 27 
1. El presente Protocolo estará abierto a la firma de todos los Estados que hayan firmado la Convención. 
2. El presente Protocolo estará sujeto a ratificación por cualquier Estado que haya ratificado la Convención o se haya adherido a 

ella. Los instrumentos de ratificación serán depositados en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 
3. El presente Protocolo quedará abierto a la adhesión de todos los Estados que hayan ratificado la Convención o se hayan 

adherido a ella. 
4. La adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumento de adhesión en poder del Secretario General de las Naciones 

Unidas. 
5. El Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos los Estados que hayan firmado el presente Protocolo o se 

hayan adherido a él el depósito de cada uno de los instrumentos de ratificación o adhesión. 

Artículo 28 
1. El presente Protocolo entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que haya sido depositado el vigésimo instrumento 

de ratificación o adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 
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2. Para cada Estado que ratifique el presente Protocolo o se adhiera a él después de haber sido depositado el vigésimo instru-
mento de ratificación o de adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas, el presente Protocolo entrará en 
vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que ese Estado haya depositado su instrumento de ratificación o de adhesión. 

Artículo 29 
Las disposiciones del presente Protocolo serán aplicables a todas las partes componentes de los Estados federales, sin limitación ni 
excepción alguna. 

Artículo 30 
No se admitirán reservas al presente Protocolo. 

Artículo 31 
Las disposiciones del presente Protocolo no afectarán a las obligaciones que los Estados Partes puedan haber contraído en virtud de 
una convención regional que instituya un sistema de visitas a los lugares de detención. Se alienta al Subcomité para la Prevención y 
a los órganos establecidos con arreglo a esas convenciones regionales a que se consulten y cooperen entre sí para evitar duplica-
ciones y promover efectivamente los objetivos del presente Protocolo. 

Artículo 32 
Las disposiciones del presente Protocolo no afectarán a las obligaciones de los Estados Partes en virtud de los cuatro Convenios de 
Ginebra de 12 de agosto de 1949 y sus Protocolos adicionales de 8 de junio de 1977 o la posibilidad abierta a cualquier Estado Parte 
de autorizar al Comité Internacional de la Cruz Roja a visitar los lugares de detención en situaciones no comprendidas en el derecho 
internacional humanitario. 

Artículo 33 
1. Todo Estado Parte podrá denunciar el presente Protocolo en cualquier momento mediante notificación escrita dirigida al 

Secretario General de las Naciones Unidas, quien informará seguidamente a los demás Estados Partes en el presente Protocolo 
y la Convención. La denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que la notificación haya sido recibida por el Secreta-
rio General. 

2. Esta denuncia no eximirá al Estado Parte de las obligaciones que le impone el presente Protocolo con respecto a cualquier 
acción o situación ocurrida antes de la fecha en que haya surtido efecto la denuncia o las medidas que el Subcomité para la 
Prevención haya decidido o decida adoptar en relación con el Estado Parte de que se trate, ni la denuncia entrañará tampoco 
la suspensión del examen de cualquier asunto que el Subcomité para la Prevención haya empezado a examinar antes de la fe-
cha en que surta efecto la denuncia. 

3. A partir de la fecha en que surta efecto la denuncia del Estado Parte, el Subcomité para la Prevención no empezará a examinar 
ninguna cuestión nueva relativa a dicho Estado. 

Artículo 34 
1. Todo Estado Parte en el presente Protocolo podrá proponer enmiendas y depositarlas en poder del Secretario General de las 

Naciones Unidas. El Secretario General comunicará las enmiendas propuestas a los Estados Partes en el presente Protocolo, pi-
diéndoles que le notifiquen si desean que se convoque una conferencia de Estados Partes con el fin de examinar las propues-
tas y someterlas a votación. Si en el plazo de cuatro meses a partir de la fecha de la comunicación un tercio al menos de los Es-
tados Partes se declara a favor de la convocación, el Secretario General convocará la conferencia bajo los auspicios de las Na-
ciones Unidas. Toda enmienda adoptada por una mayoría de dos tercios de los Estados Partes presentes y votantes en la con-
ferencia será sometida por el Secretario General a todos los Estados Partes para su aceptación. 

2. Una enmienda adoptada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo entrará en vigor cuando haya sido aceptada 
por una mayoría de dos tercios de los Estados Partes en el presente Protocolo, de conformidad con sus respectivos procedi-
mientos constitucionales. 
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3. Las enmiendas, cuando entren en vigor, serán obligatorias para los Estados Partes que las hayan aceptado, en tanto que los 
demás Estados Partes seguirán obligados por las disposiciones del presente Protocolo y por las enmiendas anteriores que 
hayan aceptado. 

Artículo 35 
Se reconocerá a los miembros del Subcomité para la Prevención y de los mecanismos nacionales de prevención las prerrogativas e 
inmunidades que sean necesarias para el ejercicio independiente de sus funciones. Se reconocerá a los miembros del Subcomité 
para la Prevención las prerrogativas e inmunidades especificadas en la sección 22 de la Convención sobre Prerrogativas e Inmuni-
dades de las Naciones Unidas, de 13 de febrero de 1946, con sujeción a las disposiciones de la sección 23 de dicha Convención. 

Artículo 36 
Durante la visita a un Estado Parte, y sin perjuicio de las disposiciones y objetivos del presente Protocolo y de las prerrogativas e 
inmunidades de que puedan gozar, los miembros del Subcomité para la Prevención deberán: 
a) Observar las leyes y los reglamentos del Estado visitado; 
b) Abstenerse de toda acción o actividad incompatible con el carácter imparcial e internacional de sus funciones. 

Artículo 37 
1. El presente Protocolo, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, será depositado 

en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 
2. El Secretario General de las Naciones remitirá copias certificadas del presente Protocolo a todos los Estados. 
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